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I) NOVEDADES NORMATIVAS
1) Estado.

Desde el anterior informe fechado en mayo de 2011 hasta el momento no se ha aprobado por el Estado ninguna norma que de forma directa y sistemática regule el patrimonio local. No obstante, sí que han aparecido algunas normas que pueden tener una incidencia parcial en el ámbito patrimonial local o regulan propiedades de otras Administraciones y son de relevancia para las Entidades locales. Entre ellas cabe destacar las siguientes.
La Ley 35/2011, de 4 de octubre, de titularidad compartida de las explotaciones agrarias. En su artículo 2 se define esta clase de explotaciones como la unidad económica, sin personalidad jurídica y susceptible de imposición a efectos fiscales, que se constituye por un matrimonio o pareja unida por análoga relación de afectividad, para la gestión conjunta de la explotación agraria. Para que la titularidad compartida de las explotaciones agrarias produzca todos sus efectos jurídicos será precisa su inscripción previa en el Registro constituido al efecto por la correspondiente Comunidad Autónoma. Y todo ello con el fin de promover y favorecer la igualdad real y efectiva de las mujeres en el medio rural, a través del reconocimiento jurídico y económico de su participación en la actividad agraria. La constitución de la titularidad compartida de una explotación agraria no alterará el régimen jurídico de los bienes y derechos que la conformen ni el régimen jurídico matrimonial o pactos patrimoniales de las parejas de hecho ni el régimen sucesorio, sin perjuicio de lo establecido en esta Ley.
Se exige para constituir estas explotaciones que las personas titulares de la explotación agraria en régimen de titularidad compartida estén dadas de alta en la Seguridad Social, ejerzan la actividad agraria y trabajar en la misma de modo directo y personal tal y como está definido en la Ley 19/1995, de 4 de julio y residan en el ámbito territorial rural en que radique la explotación. Por otra parte, la administración corresponderá a ambas personas titulares conjuntamente; y la representación de la explotación de titularidad compartida, será solidaria, con excepción de los actos que supongan, disposición, enajenación o gravamen de la misma, en los que dicha representación será mancomunada. La responsabilidad será directa, personal, solidaria e ilimitada de las dos personas titulares.
 Los rendimientos generados por la explotación se repartirán al 50 por 100 entre ambas personas titulares de la explotación agraria de titularidad compartida. Una vez repartidos, estos rendimientos se regirán por lo dispuesto en el régimen económico matrimonial de ambos cónyuges o los pactos patrimoniales que, en su caso, hayan suscrito las parejas de hecho.
También, se ha aprobado el Real Decreto-ley 12/2011, de 26 de agosto. En él se modifican diversas leyes y, en particular, se añade una nueva disposición adicional decimocuarta al Texto refundido de la Ley de Aguas de 2001, referida a las competencias autonómicas en materia de dominio público hidráulico. En concreto, en la misma se dice que en las cuencas hidrográficas intercomunitarias, corresponderá a las Comunidades Autónomas que tengan prevista la competencia ejecutiva sobre las facultades de policía de dominio público hidráulico en sus Estatutos de Autonomía, el ejercicio, dentro de su ámbito territorial, de las funciones señaladas en el apartado 2 del artículo 94 de esta Ley, así como la tramitación de los procedimientos a que den lugar dichas actuaciones hasta la propuesta de resolución.
Además, se ha aprobado el Real Decreto-ley 8/2011, de 1 de julio. En él se modifican diferentes leyes, de las que se destacan las siguientes. En primer lugar, se da nueva redacción al artículo 25.3 del Texto refundido de la Ley de Aguas de 2001. En él se dice que los expedientes que tramiten los organismos de cuenca en el ejercicio de sus competencias sustantivas sobre la utilización y aprovechamiento del dominio público hidráulico se someterán a informe previo de las Comunidades Autónomas para que manifiesten, en el plazo y supuestos que reglamentariamente se determinen, lo que estimen oportuno en materias de su competencia; las autorizaciones y concesiones sometidas a dicho trámite de informe previo no estarán sujetas a ninguna otra intervención ni autorización administrativa respecto al derecho a usar el recurso, salvo que así lo establezca una Ley estatal, sin perjuicio de las que sean exigibles por otras Administraciones Públicas en relación a la actividad de que se trate o en materia de intervención o uso de suelo; y al mismo trámite de informe se someterán los planes, programas y acciones a que se refiere el artículo 24, párrafo f, del citado Texto refundido.
En segundo lugar, en el Real Decreto-ley 8/2011, de 1 de julio, se introducen nuevos supuestos de procedimientos en los que la falta de pronunciamiento expreso dentro de plazo marcado a la Administración conlleva la producción del silencio positivo. Dentro de esos nuevos procedimientos se mencionan algunos que afectan a las carreteras y al patrimonio cultural.

En tercer lugar, se ha modificado en el Real Decreto-ley 8/2011 la regulación de la interconexión de los registros de las diversas Administraciones. Así, en la nueva redacción dada al artículo 38.4 b) de la Ley 30/1992 se dice que las solicitudes, comunicaciones y escritos que los ciudadanos dirijan a los órganos de las Administraciones públicas podrán presentarse en los registros de cualquier órgano administrativo, que pertenezca a la Administración General del Estado, a la de cualquier Administración de las Comunidades Autónomas, a la de cualquier Administración de las Diputaciones Provinciales, Cabildos y Consejos Insulares, a los Ayuntamientos de los Municipios a que se refiere el artículo 121 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, o a la del resto de las entidades que integran la Administración local si, en este último caso, se hubiese suscrito el oportuno convenio.
Finalmente, se han aprobado otras normas que se mencionan a continuación. En concreto y por lo que respecta a la materia de aguas continentales, se han aprobado el Real Decreto 1364/2011, de 7 de octubre, por el que se establece la composición, estructura y funcionamiento del Consejo del Agua de la demarcación de la parte española de la Demarcación Hidrográfica del Duero; el Real Decreto 1365/2011, de 7 de octubre, por el que se establece la composición, estructura y funcionamiento del Consejo del Agua de la demarcación de la parte española de la Demarcación Hidrográfica del Miño-Sil; el Real Decreto 1366/2011, de 7 de octubre, por el que se establece la composición, estructura y funcionamiento del Consejo del Agua de la demarcación de la parte española de la Demarcación Hidrográfica del Ebro; y el Real Decreto 1389/2011, de 14 de octubre, por el que se establece la composición, estructura y funcionamiento del Consejo del Agua de la demarcación de la parte española de la Demarcación Hidrográfica del Guadiana y por el que se modifica el Real Decreto 650/1987, de 8 de mayo, por el que se definen los ámbitos territoriales de los organismos de cuenca y de los planes hidrológicos. Además, se ha aprobado el Real Decreto 1219/2011, de 5 de septiembre, por el que se aprueba el Plan de gestión del distrito de cuenca fluvial de Cataluña.
En cuanto a otras normas sobre propiedades públicas, cabe citar el Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante.
Y con incidencia en el patrimonio local, se ha aprobado el Real Decreto 1274/2011, de 16 de septiembre, por el que se aprueba el Plan estratégico del patrimonio natural y de la biodiversidad 2011-2017, en aplicación de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad
2) Comunidades Autónomas.

Con carácter general es preciso advertir que desde mayo de 2011 no se han aprobado normas que regulen directamente y sistemáticamente el patrimonio local, si bien han aparecido regulaciones sectoriales diversas que pueden ser de interés.

B) Cataluña
Se ha aprobado la Ley 7/2011, de 27 de julio, de medidas fiscales y financieras, en la que se modifican diversas normas. Así, cabe destacar la reforma del Texto refundido de la Ley de patrimonio de la Comunidad de Cataluña de 2002 en lo relativo a las mutaciones demaniales, cambios de adscripción o desafectación de inmuebles y adquisición enajenación de patrimonio. Modificación de la que se da cuenta, aunque no se analiza, dado que no es aplicable directamente a las Entidades locales.

También en la misma Ley se da una nueva redacción al artículo 10 del Decreto legislativo 1/1993, del 9 de marzo, sobre comercio interior, que queda redactado del siguiente modo:

«Artículo 10. Autorización de los Ayuntamientos

1. Los Ayuntamientos pueden autorizar la venta no sedentaria en los espacios y las vías públicas de los respectivos Municipios, en perímetros y en lugares determinados previamente, y establecer el número total de lugares permitidos y las dimensiones de estos lugares.

2. Las ordenanzas municipales deben determinar los criterios de otorgamiento de las autorizaciones.

3. En la autorización debe constar, como mínimo, el período de vigencia, el lugar preciso donde debe ejercerse la actividad, así como los productos concretos para los que es válida. La autorización debe ser exhibida de manera visible y permanente en las paradas de venta.

4. Las autorizaciones son transmisibles y tienen una duración mínima de quince años para permitir la amortización de las inversiones y una remuneración equitativa de los capitales invertidos y prorrogables expresamente por períodos idénticos. Las autorizaciones solo pueden ser revocadas por el incumplimiento de la presente ley o de las ordenanzas municipales, lo cual no da derecho a indemnización ni a compensación de ningún tipo.

Los titulares de las autorizaciones están obligados a acreditar anualmente ante los respectivos ayuntamientos que están al corriente de las obligaciones con la seguridad social y con la Administración tributaria, así como de cualquier otra obligación que les imponga la Administración local.

5. Las autorizaciones municipales son transmisibles, previa comunicación a la Administración competente, por el plazo que quede de la autorización o de la prórroga, en los siguientes supuestos:

a) Por cese voluntario del titular o la titular de la actividad.

b) Por situaciones sobrevenidas, como en casos de incapacidad laboral, enfermedad o situaciones análogas, debidamente acreditadas.

6. Los procedimientos que comporten el otorgamiento de nuevas autorizaciones no pueden ser automáticos y no pueden comportar ningún tipo de ventaja para los prestadores que cesan ni para las personas que estén especialmente vinculadas a ellos.»

C) Galicia
Se ha aprobado la Ley 5/2011, de 30 de septiembre, del patrimonio de Galicia.  La misma regula sistemáticamente el patrimonio de la Comunidad Autónoma gallega. Sin embargo, en su Disposición adicional segunda se declaran de aplicación a la Administración local lo dispuesto en los artículos 17, 25 y 29 de la misma. En concreto, en los citados preceptos se dice lo siguiente: 
“Artículo 17. Adscripción a favor de otras Administraciones públicas
1. Los bienes y derechos del patrimonio de la Administración general de la Comunidad Autónoma de Galicia pueden ser adscritos a otras Administraciones públicas para los mismos fines determinantes de la afectación, y sin cambio de la titularidad ni calificación jurídica de los mismos.
2. La adscripción se acordará de oficio por la persona titular de la consejería competente en materia de patrimonio mediante orden, a petición del órgano competente de la Administración interesada, y previo informe de la consejería o entidad pública instrumental que tuviera adscrito el bien o derecho.

3. Las normas previstas en los artículos 19, 20 y 21 serán de aplicación en la adscripción a favor de otras Administraciones públicas.

4. La entrega de la posesión de los bienes y derechos comprendidos en la adscripción regulada en este artículo se hará constar en la correspondiente acta.

5. Los gastos y tributos que generasen los bienes o derechos objeto de la adscripción serán en todo caso de cuenta de la Administración beneficiaria de la misma.

Artículo 25. Mutación demanial a favor de otras Administraciones públicas

1. Los bienes y derechos de titularidad de la Administración general de la Comunidad Autónoma de Galicia afectados al cumplimiento de los fines o servicios de las consejerías y entidades públicas instrumentales podrán afectarse a otros usos o servicios públicos de competencia de otras Administraciones públicas, sin transferencia de titularidad ni cambio de su calificación jurídica.

2. La mutación demanial a favor de otras Administraciones públicas se efectuará de oficio por la persona titular de la consejería competente en materia de patrimonio mediante orden, a petición del órgano competente de la Administración interesada, y previo informe de la consejería o entidad pública instrumental que tuviera adscritos los bienes o derechos objeto de la misma. Será de aplicación lo dispuesto en los artículos 19, 20 y 21 de la presente ley.

3. La entrega de la posesión de los bienes y derechos comprendidos en la mutación demanial regulada en este artículo se hará constar en la correspondiente acta.

4. Los gastos y tributos que generasen los bienes o derechos objeto de la mutación demanial regulada en este artículo serán en todo caso de cuenta de la Administración beneficiaria de la misma.

Artículo 29. Transmisión de titularidad

1. La titularidad de los bienes inmuebles y derechos demaniales del patrimonio de la Administración general de la Comunidad Autónoma de Galicia podrá ser transmitida a otras Administraciones públicas, para los mismos fines determinantes de la afectación o para otros fines de uso general o de servicio público de competencia de la Administración pública receptora de los bienes o derechos.

2. La competencia para acordar el cambio de titularidad de bienes inmuebles o derechos demaniales se determinará con arreglo a las normas establecidas en la presente ley para atribuir la competencia para la enajenación de los bienes o derechos patrimoniales. El cambio de titularidad se realizará a petición de la Administración interesada y previo informe de la consejería o entidad pública instrumental que tuviera adscritos los bienes o derechos, de no ser esta la competente para acordarlo.

3. El cambio de titularidad se formalizará en documento administrativo a firmar entre un representante de la consejería competente en materia de patrimonio y uno de la Administración beneficiaria.

4. En caso de que los bienes o derechos cuya titularidad se transmitiera dejasen de estar destinados al fin de uso general o de servicio público determinante de la transmisión, procederá la reversión de los mismos al patrimonio de la Comunidad Autónoma de Galicia, que se regirá por las normas sobre desadscripción por incumplimiento del fin e innecesariedad de los bienes o derechos previstas en la Sección 4.ª del Capítulo II del presente Título.”
Al margen de los preceptos citados, en la Disposición adicional tercera de la Ley comentada se establece que la adquisición de inmuebles por la Administración autonómica procedentes de otras Administraciones públicas requerirá, salvo que se tratase del ejercicio de la facultad expropiatoria, que los inmuebles estén previamente depurados física y jurídicamente, deslindados, segregados, divididos, agrupados, agregados y declarada su obra nueva, si fuera del caso, y siempre inscritos en el registro de la propiedad por la entidad transmitente.
Y la segunda norma de interés es la Ley 6/2011, de 13 de octubre, de movilidad de tierras. Esta Ley persigue regular el uso racional de las fincas con vocación agraria en la búsqueda de su conservación y de evitar su abandono a través de la puesta en valor de las mismas, con la intención de frenar la pérdida de sus valores agrarios, medioambientales u otros valores vinculados a la utilización racional de los recursos naturales dentro de los límites que, en su caso, establezcan esta Ley y la legislación sectorial de aplicación. 
Para el cumplimiento de este objeto se articulan diversas medidas y entre ellas la creación de un Banco de Tierras de Galicia. El Banco de Tierras de Galicia es un instrumento al que podrán incorporarse las fincas con vocación agraria y en el que se centralizan los datos relativos a la oferta y demanda de esas fincas, para ser cedidas por la entidad gestora del Banco de Tierras de Galicia para su uso y aprovechamiento por cualquier persona física o jurídica, pública o privada; y es también un instrumento para llevar a cabo la mediación de la entidad gestora con terceras personas, tanto para alcanzar la incorporación de las fincas al Banco de Tierras como para lograr la cesión de las mismas, estén o no incorporadas al Banco de Tierras, y para llevar a cabo su depuración física y jurídica.
En correspondencia con dichas finalidades, el Banco tiene el derecho de gestionar el uso y aprovechamiento de las siguientes tierras, ya sean públicas o privadas, y de mediar con terceras personas a fin de alcanzar la cesión de su uso y aprovechamiento: los bienes y derechos que constituyen masa común en los términos establecidos en el artículo 31 de la Ley 10/1985, de 14 de agosto, de concentración parcelaria para Galicia; las fincas con vocación agraria, adquiridas por la entidad gestora del Banco de Tierras de Galicia para su incorporación al Banco de Tierras de Galicia, o que integren su patrimonio y sean incorporadas al Banco de Tierras de Galicia; las fincas con vocación agraria que se le adscriban o cedan para su mediación, por cualquier ente, organismo o entidad que forme parte del sector público según la definición establecida en el artículo 3 de la Ley 30/2007, de 30 de octubre , de contratos del sector público, o normas que la modifiquen, a la entidad gestora del Banco de Tierras de Galicia o cuya gestión se le encomiende, delegue o avoque; las fincas con vocación agraria incorporadas al Banco de Tierras de Galicia por la persona titular de la finca a través del encargo de mediación a la entidad gestora; y los inmuebles vacantes o en proceso de investigación, según lo establecido en la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del patrimonio de las Administraciones públicas, y sin perjuicio de lo que en la misma se establece, y cuya gestión del uso y aprovechamiento sea cedida, incluso como medida cautelar en el seno del correspondiente procedimiento de investigación por la Administración general del Estado, a la entidad gestora del Banco de Tierras de Galicia. 
D) Andalucía 

Se ha aprobado la Ley de 6 de octubre de 2011, del olivar de Andalucía.  El objeto de la misma es establecer el marco normativo para el mantenimiento y mejora del cultivo del olivar en Andalucía, el desarrollo sostenible de sus territorios y el fomento de la calidad y promoción de sus productos
I) Comunidad Valenciana
Se ha aprobado el Decreto-ley 2/2011, de 4 de noviembre, de medidas urgentes de impulso a la implantación de actuaciones territoriales estratégicas, que modifica diversas normas.  Entre ellas cabe destacar la que afecta a la Ley 8/2004, de 20 de octubre, de la vivienda de la Comunidad Valenciana, y en particular a la regulación del patrimonio municipal del suelo. Así, en el nuevo apartado 4 del artículo 42 que se introduce en la misma se dice
“4. La Generalitat, las Entidades locales y otras entidades públicas podrán convenir programa de intervención en áreas urbanas con la finalidad de coadyuvar a la regeneración y rehabilitación, y adecuar la oferta de vivienda para facilitar su acceso a los ciudadanos.

Los ingresos provenientes de los patrimonios públicos de suelo de las Administraciones públicas podrán dedicarse, además de a las finalidades previstas en la legislación urbanística, y con independencia de los requisitos exigidos por aquella, a inversiones en urbanización, espacios públicos y a rehabilitación urbana, en los ámbitos referidos en el párrafo anterior, de acuerdo, en este último caso, con la normativa autonómica aplicable.

Igualmente, podrán aplicarse a la adquisición de suelo para el desarrollo de equipamientos, infraestructuras y otras finalidades en desarrollo del planeamiento urbanístico y territorial”.

También se da una nueva redacción al artículo 259, dedicado al patrimonio municipal del suelo:
«Artículo 259. Carácter finalista de los patrimonios públicos del suelo

1. Los bienes y recursos que integran el patrimonio público de suelo, así como los ingresos obtenidos mediante la enajenación, permuta o cesión de terrenos y la sustitución del aprovechamiento correspondiente a la administración por su equivalente económico, deberán ser destinados a la construcción de viviendas sometidas a algún régimen de protección pública o a otras actuaciones de interés social.

2. Las actuaciones de interés social deberán tener algunos de los siguientes fines:

a) Obtención de suelos y ejecución de los elementos pertenecientes a la ordenación estructural, siempre que no estén adscritos o incluidos en un área de reparto.

b) Ejecución de obras de urbanización de marcado carácter social y no incluidas en unidades de ejecución.

c) Obtención de suelo y construcción de equipamientos de la red secundaria cuya ejecución no está prevista a cargo de los propietarios del suelo.

d) Actuaciones de iniciativa pública destinadas a la renovación urbana, reforma interior o rehabilitación de viviendas.

e) Conservación y mejora del medio ambiente, del entorno urbano y protección del patrimonio arquitectónico y del paisaje.

f) Creación y promoción de suelo y ejecución de actuaciones de interés estratégico para el ejercicio de nuevas actividades económicas o ampliación de las existentes, sean de iniciativa pública o privada.

g) Inversiones en urbanización, espacios públicos y rehabilitación, ello en los ámbitos de las áreas urbanas».

II) NOVEDADES JURISPRUDENCIALES.
La jurisprudencia que se comenta en el presente apartado se corresponde con las Sentencias del Tribunal Constitucional, Tribunal Supremo y Tribunales Superiores de Justicia hechas públicas desde el último informe presentado en mayo de 2011.
Por lo que respecta a la estructura expositiva de las Sentencias citadas se agruparán, en los casos en que sea preciso, en los siguientes apartados: los bienes de dominio local (clasificación, titularidad, objeto, fin público, alteración de la calificación jurídica y régimen jurídico); los bienes patrimoniales locales (clasificación y régimen jurídico); adquisición y enajenación del patrimonio local; utilización de los bienes de dominio público y patrimoniales; y régimen de protección de los bienes de las Entidades locales.
1) TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.

A) Objeto del dominio público: inexistencia de un dominio visual en los caminos públicos justificativo del cobro de una tasa por la colocación de carteles en las propiedades privadas colindantes con los mismos.

La STC 73/2011, de 19 de mayo de 2011, Pleno, se ha pronunciado sobre el alcance del objeto del dominio público y la imposibilidad de realizar una interpretación extensiva del mismo para justificar la existencia de un aprovechamiento especial y el cobro de una tasa. El debate jurídico surgió como consecuencia de la pretensión de un Ayuntamiento de cobrar una tasa por la colocación de carteles en las propiedades particulares colindantes con los caminos públicos. La tasa se justificaba en la existencia de un dominio público visual desde el camino y un aprovechamiento especial del mismo por los titulares de esos carteles situados en propiedad privada. La existencia de este dominio público visual es rechazada por el TC y, por tanto, la existencia de una tasa por un aprovechamiento especial del dominio público. El TC sostiene en la Sentencia citada que se trata de un impuesto.
En concreto, en la citada STC se dice que tradicionalmente el legislador ha considerado que los tributos cuyo hecho imponible es la utilización privativa o el aprovechamiento especial del dominio público son tasas, y así ha venido sucediendo desde la promulgación de la Ley de tasas y exacciones parafiscales de 26 de diciembre de 1958, y se ha confirmado sucesivamente por el art. 26.1 de la derogada Ley 230/1963, de 28 de diciembre, general tributaria; el vigente art. 2.2 a) de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, general tributaria; el art. 7 de la Ley Orgánica de financiación de las Comunidades Autónomas; el art. 6 de la Ley 8/1989, de 13 de abril, de tasas, y precios públicos; y, finalmente, por lo que al ámbito local se refiere, por el art. 20.1 de la Ley de Haciendas Locales. Por el contrario, el hecho imponible del impuesto se relaciona con negocios, actos o hechos que ponen de manifiesto la capacidad económica del sujeto pasivo; el sujeto pasivo se determina por la actividad de los contribuyentes; y el gravamen se obtiene sobre una base imponible que es expresiva de una capacidad económica, que no opera como elemento configurador en las tasas o, si lo hace, es de manera muy indirecta y remota (por todas STC 296/1994, de 10 de noviembre FJ 4).
Aplicando estos criterios, sigue diciendo la STC comentada, podemos concluir que el tributo cuestionado no es una tasa por ocupación del dominio público, desde el momento en que la instalación de carteles no se produce en el dominio público, sino exclusivamente en el dominio privado, y además la literalidad del precepto descarta que se esté gravando la ocupación del suelo o del vuelo del dominio público. Sostienen el Abogado del Estado y el Fiscal General del Estado, que podría entenderse que el tributo enjuiciado grava una forma especial de aprovechamiento del dominio público, que podría denominarse "domino público visual". En otras ocasiones hemos manifestado que nada cabe objetar a que el legislador imponga a los que se benefician de la ocupación del dominio público el deber de financiar la utilización o el aprovechamiento especial del mismo, evitando su financiación por los restantes miembros de la colectividad, ya que su actuación priva o limita el total disfrute del domino público por parte de la colectividad [STC 185/1995, de 5 de diciembre, FJ 9 b)], pero no es esto lo que sucede en este caso, ya que no se produce ni privación ni limitación alguna en el disfrute del domino público. El legislador también puede, en uso de sus competencias de policía, atendiendo a razones medioambientales, de seguridad vial, o urbanísticas restringir el uso de la propiedad privada en una de sus manifestaciones, como sería ésta, consistente en situar carteles o anuncios, pero ello no puede servir de base para justificar el tributo enjuiciado, pues no media permiso o autorización administrativa alguna. Realmente lo que se ha pretendido es extender en exceso el concepto de dominio público con la única finalidad de someter a gravamen la mera visibilidad como una forma de aprovechamiento especial del dominio público. El hecho de que puedan ser vistos los carteles o anuncios desde el dominio público no configura un aprovechamiento especial del dominio público susceptible de ser gravado con una tasa.

La STC citada, a continuación, examina si este tributo sobre los promotores de los carteles impuesto con fundamento en el artículo 20.3 s) de la Ley reguladora de las Haciendas locales, en la redacción dada por la Ley 25/1998, de 13 de  julio, es constitucional, llegando a la conclusión de que es contrario a la Constitución la regulación en la que se basa. Argumentación que no se expone en el presente informe, dadas las limitaciones del mismo al ámbito patrimonial.
2) TRIBUNAL SUPREMO.

A) Objeto del dominio público: posibilidad de separar el subsuelo de la superficie de un bien demanial y desafectarlo para su enajenación posterior; y la no consideración del subsuelo como parcela sobrante.

La STS, Sala Tercera, Sección Quinta, de 20 de mayo de 2011, recurso de casación núm. 3413/2007, ha admitido la posibilidad de separar el subsuelo de la superficie de un bien demanial y desafectarlo para su enajenación posterior. Dicho subsuelo, según se indica en la STS comentada, no tiene la calificación de parcela sobrante a los efectos de su enajenación directa a los propietarios colindantes (art. 115.1 del Reglamento de Bienes de 1986), dado que la misma se refiere a aquellos terrenos que por su reducida extensión, forma irregular o emplazamiento, no son susceptibles de uso adecuado, efectos habitualmente producidos por las determinaciones del planeamiento urbanístico referidas al señalamiento de alineaciones a viario o como consecuencia de las calificaciones urbanísticas. En el caso presente, afirma la STS citada, es justamente lo contrario lo que se produce, pues es el Plan de Reforma Interior el que configura como fincas independientes la superficie y vuelo del subsuelo de las parcelas, operando en este caso como una especie de parcelación vertical de la finca en que las parcelas resultantes son susceptibles de utilización autónoma entre sí y respecto de las fincas colindantes, máxime si se tiene en cuenta la superficie de las parcelas adjudicadas, como así constan en el Proyecto de reparcelación, su colindancia con vía pública y su independencia funcional antes apuntada. 

B) Enajenación del patrimonio local: naturaleza del contrato de enajenación de un bien patrimonial y normativa aplicable.

La STS, Sala Tercera, Sección Quinta, de 20 de mayo de 2011, recurso de casación núm. 3413/2007, se ha pronunciado sobre la naturaleza de los contratos de compraventa, normativa aplicable y forma de adjudicación. En relación con los mismos la STS citada ha afirmado que son contratos privados que se rigen por la normativa reguladora de las propiedades públicas y que los bienes deben adjudicarse mediante subasta, como regla general. Dichos pronunciamiento se realizaron durante la vigencia de la Ley de Contratos para las Administraciones Públicas del 2000.
En concreto, en la STS citada se afirma que, partiendo de que la enajenación de unos bienes locales eran contratos de compraventa, tal naturaleza, determina, la inaplicación de los artículos 141,159, 182 y 210 del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas de 2000, pues si bien era la normativa de contratación aplicable por razones temporales en la fecha de adjudicación de las parcelas, el contrato celebrado tenía la calificación de privado (ex articulo 5.3 del Texto Refundido de la Ley de Contratos 2/2000 ), y por su carácter de contrato privado, su régimen jurídico era el previsto en el artículo 9 de ese texto legal, con arreglo al cual la normativa aplicable en cuanto a su preparación y adjudicación eran las normas de la legislación patrimonial de las correspondientes Administraciones públicas, lo que remite directamente a la regulación contenida en la legislación de régimen local, en concreto, a lo dispuesto en el artículo 80 del Texto Refundido de las Disposiciones Legales vigentes en materia de Régimen Local de 1986, que establece que "las enajenaciones de bienes patrimoniales habrán de realizarse mediante subasta pública. Se exceptúa el caso de enajenación mediante permuta con otros bienes de carácter inmobiliario"; así como a lo dispuesto en el artículo 112.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 1986, que también establece la subasta como procedimiento de enajenación, salvo el supuesto de permuta. 
Además de lo anterior, sigue diciendo la STS comentada, tampoco podían resultar aplicables los preceptos invocados de la Ley de Contratos para las Administraciones Públicas, dado que todos ellos regulan la adjudicación de contratos administrativos, no privados, y de naturaleza distinta a la compraventa. 
C) Enajenación del patrimonio local: adjudicación mediante subasta.

La STS, Sala Tercera, Sección Quinta, de 20 de mayo de 2011, recurso de casación núm. 3413/2007, se ha pronunciado sobre la forma de adjudicar los contratos de enajenación de los bienes patrimoniales. En la misma se considera que la regla general es la subasta de conformidad con lo previsto en la normativa aplicable de propiedades públicas y la jurisprudencia del propio TS.
Así, en la STS comentada se afirma que es doctrina de esta Sala que la subasta es el procedimiento aplicable a la enajenaciones de bienes de las Entidades locales (STS de 28 de febrero de 1997, recurso de apelación 10823/1991) en la que declaramos "... estableciéndose en el art. 80 del Texto refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de Régimen Local de 1986 que las enajenaciones de bienes patrimoniales habrán de realizarse por subasta pública, con la excepción de la enajenación mediante permuta con otros bienes de carácter inmobiliario, precepto ratificado por el art. 112.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 1986. Tales preceptos no vinieron sino a confirmar la doctrina legal contenida ya en el art. 168 de la Ley del Suelo de 1976 sobre la necesidad de celebrar subasta pública para la enajenación de terrenos pertenecientes a las Entidades locales con las excepciones de los artículos 170 y 169 que permiten la enajenación directa de tales terrenos para los fines allí expuestos, ninguno de los cuales se refiere al supuesto aquí contemplado ..". 

Este mismo criterio, continúa diciendo la STS comentada, es seguido en la STS de 25 de enero de 2006, recurso de casación 2650/2001, si bien con la salvedad de que aquí se admitió la enajenación directa al amparo del artículo 120.6 del Real Decreto Legislativo 781/1986, de 18 de abril, porque en el caso concreto se habían celebrado previamente dos subastas para la enajenación del bien, la primera declarada desierta y la segunda con adjudicación provisional y definitiva, pero que finalmente no culminó con su formalización por causa imputable al adjudicatario, supuesto inaplicable al presente caso en que no tuvo lugar ninguna subasta previa; y en la más reciente de 5 de febrero de 2008, recurso de casación 773/2004, que reproduce la doctrina establecida en la anterior STS de 15 de junio de 2002 en los siguientes términos: 

1) La subasta pública es la regla general en la enajenación de los inmuebles de los Entes locales, según resulta de lo establecido en el art. 112 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 1986; y en términos parecidos se pronuncia el art. 168 de la Ley del Suelo de 1976.

2) El significado de esa regla va mas allá de ser una mera formalidad secundaria o escasamente relevante, pues tiene una estrecha relación con los principios constitucionales de igualdad y eficacia de las Administraciones públicas que proclaman los artículos 14 y 103 de la Constitución. Y la razón de ello es que, a través de la libre concurrencia que es inherente a la subasta, se coloca en igual situación a todos los posibles interesados en la adquisición de los bienes locales, y, al mismo tiempo, se amplía el abanico de las opciones posibles del Ente local frente a los intereses públicos que motivan la enajenación de sus bienes. 

Siendo la finalidad de la subasta, cuando se utiliza como forma de enajenación de un bien público, ampliar al máximo el abanico de ofertas posibles, para de esta manera acentuar la concurrencia competitiva y estimular en los participantes su esfuerzo o interés por presentar las ofertas más ventajosas para la Administración convocante, la falta de utilización de este procedimiento, que únicamente debe ceder en el supuesto de permuta con otros bienes, no se ajusta a derecho, pudiendo producir, además, menoscabo en la Hacienda municipal.

3) TRIBUNALES SUPERIORES DE JUSTICIA.
A) Tribunal Superior de Justicia del País Vasco.
a) Prerrogativas de las Entidades locales: necesidad de ejercitar la potestad de investigación antes de incluir en el Inventario municipal de bienes.
Se ha dictado la STSJ del País Vasco, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, núm. 24/2011, de 24 de enero, que se pronuncia la obligación de ejercitar la potestad de investigación de un bien antes de incluirlo en el Inventario de bienes, dada la falta de certeza de la existencia del mismo. En concreto, en la citada STSJ se dice que el Real Decreto 1372/1986 por el que se aprueba el Reglamento de Bienes de las Corporaciones Locales, en sus artículos 17 y 20 recoge la obligación de inventariar los bienes de titularidad pública expresando los linderos, superficie, etc, es decir, el inventariado, es el acto último que refleja la previa constatación tanto de la titularidad como de la naturaleza, situación y linderos del inmueble, se debe previamente individualizar el inmueble, como se desprende del artículo 27. En el caso en estudio se ha pretendido inventariar sin que consten con nitidez todos los aspectos referidos y tal actuación no es factible ya que el propio Reglamento de Bienes es consciente de estas situaciones y las regula en el procedimiento de investigación (artículos 44 y siguientes), es decir, en los términos previstos por estos preceptos es como deberá procederse a investigar la existencia o no del camino, sus características físicas, uso, etc para, una vez concluido, decidir sobre el inventariado o no. El procedimiento, por lo demás, impone una serie de obligaciones al vecino que, en este caso, no se han observado. 
C) Galicia
a) Prerrogativas de las Entidades locales: no constituye un requisito para ejercitar la potestad de recuperación de oficio la inclusión del bien en el Inventario municipal de bienes.
Se ha dictado la STSJ de Galicia, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, núm. 199/2011, de 3 de marzo, que se pronuncia la innecesariedad de la inclusión de un bien municipal en el Inventario de bienes para ejercitar la potestad de recuperación de oficio. Así, en la citada STSJ se afirma que la inexistencia de constancia en el correspondiente Inventario municipal no basta "per se" para excluir la existencia de un vial de titularidad municipal -tal como por demás se recordaba incluso a título de doctrina legal en interés de ley por aquella Sentencia de fecha 21 de Mayo del 2008, dictada por igual Sala Tercera de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, al referir que "no puede entenderse que un vial, por el mero hecho de no estar incluido en el correspondiente Inventario de Bienes Municipales, no es de titularidad municipal"-, de modo que semejante pormenor desde luego no invalida ni condiciona su eventual titularidad pública al menos hasta que por Sentencia firme y definitiva dictada en la Jurisdicción Civil se estipule lo contrario y sin que hasta la fecha exista constancia de pronunciamiento judicial recaído en la misma que determine la atribución de la titularidad dominical de aquel vial antes reseñado. 
D) Andalucía.
a) Los bienes patrimoniales afectos a fines públicos: sometimiento de la enajenación del patrimonio municipal a la legislación sectorial.
Se ha dictado la STSJ de Andalucía, Granada, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, núm. 1139/2011, de 23 de mayo, que se pronuncia sobre la necesidad de aplicar a la enajenación del patrimonio municipal del suelo las reglas previstas en la legislación del suelo. Pronunciamiento que le lleva a anular una enajenación por no ajustarse a dicha normativa.

En concreto, en  la citada STSJ se afirma que en el art. 76 de la Ley 7/2002, de ordenación urbanística de Andalucía se establece que "...los bienes de los patrimonios públicos de suelo podrán ser enajenados mediante cualquier de los procedimientos previstos en la legislación aplicable de la Administración titular, salvo el de adjudicación directa, y preceptivamente mediante concurso cuando se destinen a viviendas de protección oficial u otros regímenes de protección pública y a los usos previstos en la letra b) del apartado primero del artículo anterior -a saber, a usos declarados de interés público bien por disposición normativa previa o por planeamiento, bien por decisión del órgano competente de la Administración que corresponda"-; disponiéndose en el artículo 75 de la propia norma que "los ingresos derivados de la gestión del patrimonio público del suelo se podían destinar a) con carácter preferente, a la adquisición de suelo destinado a vivienda de protección oficial u otro régimen de protección pública; b) conservación, mejora, aplicación, urbanización y, en general, gestión urbanística de los propios bienes del correspondiente patrimonio público del suelo; c) la promoción de vivienda de protección oficial u otros regímenes de protección pública; d) la ejecución de actuaciones públicas o el fomento de actuaciones privadas, previstas en el planeamiento, para mejorar, conservación y rehabilitación de zonas degradadas o de edificaciones en la ciudad consolidada.  Y en la Ley 8/2007, de 28 de mayo, Básica del Suelo  se dice que "los bienes y recursos que integran necesariamente los patrimonios públicos de suelo, en virtud de lo dispuesto en el apartado 1 del artículo anterior, deberán ser destinados a la construcción de viviendas sujetas a algún régimen de protección pública. Podrán ser destinados también a otros usos de interés social, de acuerdo con lo que dispongan los instrumentos de ordenación urbanística, y sólo cuando así lo prevea la legislación en la materia especificando los fines admisibles, que serán urbanísticos o de protección o mejora de espacios naturales o de los bienes inmuebles del patrimonio cultural".  De tal redacción, aún cuando dicho artículo no fuere aplicable al presupuesto aprobado, se deriva y se ratifica que las cantidades disponibles para otros fines que no sean la construcción de viviendas de protección pública o adquisición de suelo público para dichas construcciones, sólo podrán ser destinados a usos de interés social, con arreglo a lo que dispongan los instrumentos de ordenación urbanística y sólo cuando asimismo lo prevea específicamente la legislación.

Partiendo de la normativa citada, la STSJ declara la nulidad del acto administrativo impugnado, en cuanto estableció la subasta como procedimiento de enajenación, cuando lo procedente era el concurso: y no se alegue en contra que se trata de una parcela residencial sometida a ordenanza mixta comercial- residencial, pues aparte de que "...el Plan General de Ordenación vigente no autoriza a variar la naturaleza y caracterización de los patrimonios municipales como patrimonio separado, no quedando desprovisto de su finalidad "-STS de 2 de noviembre de 1.995-, es lo cierto que el estudio de detalle respectivo revela la realidad de que "...la tipología y uso característico de las 8 parcelas es la residencial en vivienda unifamiliar aislada, permitiéndose el uso comercial en planta baja". Sin que la Sala pueda asumir, por demás, la tesis de la Administración local de no explicitar el destino de los ingresos obtenidos de la enajenación, pues evidentemente "...los patrimonios municipales no pueden convertirse en fuentes de financiación de las distintas necesidades presupuestarias..." (Sent. TS anteriormente referida).
b) Prerrogativas de las Entidades locales: la potestad de recuperación de oficio y su ejercicio como consecuencia de una denuncia presentada por un particular.
Se ha dictado la STSJ de Andalucía, Granada, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, núm. 1767/2010, de 2 de noviembre, que se pronuncia sobre la legalidad de la desestimación de la petición de un vecino para que la Entidad local recuperara una plaza pública que consideraba que se había usurpado con una construcción.

En concreto, en la STSJ se afirma que el procedimiento de recuperación de oficio de los bienes de dominio público puede ejercitarse mediante denuncia de tercero, lo que da cabida a que un particular inste de la Administración local la incoación de este procedimiento, vía denuncia. Así, la STS de 3 de diciembre de 2008 establece que "por lo que se refiere a la pretensión de que se sancione la invasión de la vía pecuaria, no existe en nuestro catálogo administrativo un derecho subjetivo público de un particular a que se sancione a otra persona. El denunciante agota su derecho en la sola denuncia. (…) El recurrente tiene, pues, derecho a hacer su denuncia, pero ésta no ha de concluir necesariamente en el sentido pretendido por él, cuyo derecho subjetivo se reduce al acto mismo de denunciar". 

Y además de ese título, sigue diciendo la STSJ de Andalucía, cabría reconocer la legitimación al recurrente por la acción pública que a todos los ciudadanos otorga la Ley del Suelo en sus sucesivas versiones para el ejercicio de esa acción, así resulta también del actual art. 4.f. de la Ley 8/2007, Ley del Suelo, y del Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, art. 30, puesto que la denuncia manifestaba que se estaban realizando construcciones en dominio público, concretamente la colocación de un portón que impedía el acceso a una plaza pública, a lo que la Administración podría obtener información sobre la construcción que se realizaba y si poseían la licencia precisa para ello. 

Y, continua diciendo la STSJ comentada, determinada la legitimación del recurrente para instar la iniciación de un procedimiento de recuperación de bienes de dominio público, así como para impugnar la concreta actividad desarrollada por el Ente local en el ejercicio de esta potestad, ha de determinarse que en el presente caso, el Ayuntamiento realizó determinada actividad ante la denuncia presentada, que se dirigía concretamente a determinar si efectivamente el bien referido era de dominio público, y para ello obtuvo la certificación del secretario del Ente local que precisaba que no existía plaza con la denominación aportada por el recurrente en el Municipio en cuestión. Y con esta certificación denegó la solicitud presentada por el recurrente. 

Dadas las actuaciones realizadas por la Administración local, en la STSJ mencionada se  afirma que ha de considerarse que tal certificación es la motivación, suficiente a la luz del art. 54 de la Ley 30/92, para el dictado de la resolución impugnada de desestimación. Y que de dicha certificación se deduce que no se cumple uno de los requisitos exigidos para poder ejercitar el denominado interdictum propio, cual es que la naturaleza del bien en cuestión sea claramente de dominio público. Podría haberse justificado por el recurrente en el recurso contencioso administrativo que el bien sí era de dominio público, pero para ello aporta tan sólo la prueba testifical, que ha de considerarse insuficiente para desvirtuar el certificado del secretario del Ente local y las manifestaciones esgrimidas por el codemandado; razón por la que, esta Sala no puede revocar el acto administrativo impugnado. 
c) Prerrogativas de las Entidades locales: requisitos para el ejercicio de la potestad de recuperación de oficio.
Se ha dictado la STSJ de Andalucía, Granada, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, núm. 1484/2011, de 20 de junio, que se pronuncia sobre los requisitos exigidos para ejercitar la potestad de recuperación. Requisitos que entiende la STSJ que concurren en el caso debatido, dados los elementos de prueba valorados.
En particular, en la citada STSJ se afirma que nuestro Tribunal Supremo tiene declarado que la "...Administración ha de acreditar la efectiva posesión administrativa o uso público del bien de que se trate... pudiendo probarse tales elementos por cualesquiera medios de prueba, testificales, documentos, planos..., no exigiendo la demostración de que los bienes en cuestión son de dominio de la Administración una prueba exhaustiva, considerándose suficiente una información acreditativa del hecho posesorio..." (STS de 5 de abril de 2.001 ); siendo suficiente - misma Sentencia- "...la acreditación de una posesión pública anterior y la existencia de una usurpación reciente de tales bienes (art. 71.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales ), sin que la Administración Local debe acreditar en sede jurisdiccional la plena titularidad demanial de aquéllos (STS 5/7/1991 y 25/3/1998 ); y todo ello, en todo caso, a reserva de la eventual decisión sobre la propiedad y la extensión del dominio público en relación con los terrenos y sin perjuicio de la facultad que corresponde a los Tribunales civiles para declarar la real propiedad sobre los mismos (art. 65 del Reglamento aludido); y no correspondiendo a esta jurisdicción otra actividad que la de velar por la legalidad del acto administrativo de recuperación, con valoración de los elementos de prueba en presencia, y habiendo de tenerse en consideración que la pretensión declarativa del dominio sobre los terrenos afectados no puede dilucidarse ante esta jurisdicción contencioso- administrativa, sino que es materia de la competencia de la jurisdicción civil; claro que, no obstante, esta jurisdicción contencioso-administrativa podría decidir las cuestiones incidentales civiles que fueren precisas para resolver el asunto discutido -a los solos efectos del objeto de debate, sin producir efectos fuera del proceso y sin vincular y la jurisdicción civil, art. 4 de la Ley de la Jurisdicción Contenciosa. de 1998 -, pero siempre que existieran datos y elementos determinantes para resolver la cuestión debatida.

E) Principado de Asturias.

a) Utilización de los bienes de dominio público: necesidad de respetar la costumbre en el aprovechamiento de los montes comunales.

Se ha dictado la STSJ de Asturias, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, núm. 77/2011, de 20 de enero, que se pronuncia sobre las formas de aprovechamiento de los montes comunales y el valor de la costumbre, con motivo de la impugnación del Plan anual de aprovechamientos forestales en montes de utilidad pública, en el que se determinaban los disfrutes sobre un concreto monte comunal. La citada STSJ se pronuncia a favor de respetar la costumbre, teniendo en cuenta la jurisprudencia dictada al efecto y la legislación aplicable.

En concreto, en dicha STSJ se reitera la doctrina contenida en las SSTS de 23 de noviembre de 2007 y 10 de julio de 1989, en las que se afirma que no siendo posible la explotación colectiva ante todo habrá que acudir a la costumbre, teniendo incluso ésta prioridad sobre la ordenanza local (arts. 75.2 del TRLRL de 1986). Esta primacía se reitera en el art. 111 de la Ley asturiana 4/1989, de 21 de julio, de Ordenación Agraria y Desarrollo Rural; artículo en el que se afirma que en el marco de sus competencias, la Administración del Principado de Asturias procederá a la ordenación, estructuración y mejora de las posibilidades ganaderas de los terrenos sometidos al régimen de aprovechamiento de sus pastos, sin perjuicio de lo dispuesto en las ordenanzas municipales y respetando, en todo caso, la costumbre del lugar 
Partiendo de la jurisprudencia y legislación expuesta, en la STSJ comentada se dice que la Administración no ha ejercitado su competencia sobre montes respetando las disposiciones establecidas en normas de rango superior, ya que el artículo 111 de la Ley asturiana 4/1989 establece que en todo caso se respetará la costumbre del lugar, y otra Sentencia anterior ha acreditado dicha costumbre en el caso que nos ocupa, y como el único motivo por el que se excluye el derecho de pastos de esos lugares en la resolución recurrida es la no acreditación de esa costumbre, la conclusión no puede ser otra que la de declarar no conforme a Derecho dicha resolución administrativa, en la que se utilizaban criterios técnicos para repartir el aprovechamiento del monte.

Q) Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León.
a) Normas por las que se rige el patrimonio local: normas aplicables a los bienes de las sociedades locales

En la STSJ de Castilla y León, Valladolid, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, núm. 1002/2011, de 29 de abril, se afirma que los bienes de las sociedades municipales que son de su propiedad no son bienes de titularidad municipal y, por tanto, no les resulta de aplicación los artículos del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 1986 ni la legislación sectorial correspondiente. En el caso enjuiciado se considera que los bienes de una sociedad municipal no pueden calificarse como patrimonio municipal del suelo, dado que únicamente son considerados como tales los de titularidad de los Municipios.
b) Enajenación del patrimonio local: normas aplicables a las enajenaciones de bienes de las sociedades locales y necesidad de respetar los principios de publicidad y concurrencia.

En la STSJ de Castilla y León, Valladolid, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, núm. 1002/2011, de 29 de abril, se afirma que las enajenaciones de las sociedades municipales deben respetar los principios de publicidad y concurrencia. Principios que se considera que no se han respetado el caso enjuiciado, lo que lleva a la anulación de los acuerdos impugnados.
En concreto, en la STSJ comentada se dice que sobre esta cuestión cabe señalar que hemos de estar a lo que establece el artículo 2 y la Disposición adicional sexta del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. Artículo 2 que hace referencia a la aplicación parcial de la citada norma a las sociedades mercantiles que satisfagan necesidades de interés general y que no tengan carácter industrial o mercantil; y artículo que no resulta aplicable a la sociedad municipal mencionada en la STSJ por razón del objeto del contrato, enajenación de terrenos. De ahí que sea necesario acudir a la Disposición adicional sexta citada, en la que se establece que las sociedades mercantiles del sector público se ajustarán en su actividad contractual a los principios de publicidad y concurrencia, salvo que la naturaleza de la operación a realizar sea incompatible con estos principios. Y, por consiguiente, en el presente caso debe analizarse si se han cumplido o no en la contratación efectuada los principios de publicidad y concurrencia, que son en todo caso aplicables a la adjudicación del contrato de compraventa.
Por lo que respecta al principio de publicidad ha de decirse que la publicidad ha consistido en dos escuetos anuncios en prensa local, que constan en el expediente administrativo. Pues bien, en el presente caso ha de entenderse que no se ha cumplido con tal principio, aunque el mismo se entendiera como un concepto jurídico indeterminado a concretar en función de la entidad de las obras licitadas, y ello en atención a los caracteres y entidad de la propia obra que hubiera exigido una publicidad superior para de esta forma hacer efectivos los principios comunitarios de libre circulación de mercancías, libre prestación de servicios, no discriminación e igualdad de trato.

Como parámetro objetivo para medir el cumplimiento de este principio deberá estarse a lo establecido en el artículo 78 de la Ley Básica de Contratos -que objetiva y explicita el principio de publicidad- que exige en todo caso la publicación en el Boletín Oficial del Estado y en ocasiones en el Diario Oficial de las Comunidades Europeas. A similar conclusión se llega si se esta al contenido sobre el particular de la comunicación interpretativa de la Comisión publicada en el DOUE de 1 de agosto de 2006 - 2006/C 179/02-. El principio de publicidad, por consiguiente, no se ha cumplido debiendo, en consecuencia, declararse la nulidad en este extremo de la licitación efectuada.

Y en lo concerniente al principio de concurrencia, el mismo tiene como finalidad preservar los intereses económicos que la Administración, pues fomenta la máxima participación y competencia en las licitaciones con los correspondientes efectos favorables en la formación del precio del contrato evitando distorsiones, y garantizar el libre acceso de todo empresario o profesional a la licitación en igualdad de condiciones y en competencia con los demás, evitando, así, situaciones de discriminación prohibidas por el artículo 14 de la Constitución de 1978. Su fundamento, además del precepto constitucional ya expresado, está en el artículo 103.1 de aquel texto constitucional que sanciona los principios de objetividad y eficacia en el quehacer administrativo (STS, Sala Tercera,  de 5 de octubre de 2001). Pero la efectividad de la libre concurrencia está estrechamente vinculada con el principio de publicidad, ya que ésta es un instrumento formal que garantiza la efectiva existencia en cada caso concreto de la concurrencia: sin la difusión pública será muy difícil o será casi imposible que los licitadores potenciales o los interesados en una determinada contratación puedan concurrir a la misma, ya que desconocerán su existencia.

De conformidad con ese planteamiento y volviendo a lo expresado más atrás sobre el déficit de publicidad de los pliegos, si éstos no han podido ser conocidos a priori por quienes puedan estar interesados en la contratación, pues su difusión fue reducida o en un ámbito relativamente pequeño, el nivel de participación y de competencia quedará aminorado pues el acceso de potenciales licitadores ha quedado circunscrito a un ámbito provincial.

Entonces y en conclusión, termina diciendo la STSJ comentada, habrá que decir que la actuación de la parte demandada no respetó el mandato de la Disposición adicional sexta del Real Decreto Legislativo 2/2000 antes citado; pudiendo quedar incardinada en la previsión contenida en el artículo 63.1 de la Ley de Procedimiento 30/1992. 

c) Otros: impugnación por un concejal de un Ayuntamiento ante la jurisdicción contenciosa administrativa de los acuerdos de enajenación de un bien adoptados por una sociedad municipal.

Se ha dictado la STSJ de Castilla y León, Valladolid, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, núm. 1002/2011, de 29 de abril, en la que se ha admitido la posibilidad de que un concejal del Ayuntamiento impugne los acuerdos de enajenación de bienes adoptados por una sociedad municipal ante la jurisdicción contenciosa. Las cuestiones que se plantean en la STSJ son dos: la primera si es competente la jurisdicción contenciosa para conocer del recurso; y la segunda si un concejal puede impugnar.
En relación con la primera cuestión, relativa a la competencia de la jurisdicción contenciosa para conocer del recurso, en la STSJ citada se afirma que el recurso contencioso-administrativo tiene por objeto el acuerdo adoptado por el consejo de administración de la sociedad municipal de gestión urbanística, por el que se aprobó el pliego de condiciones y se convocaba concurso para la enajenación de suelo para la construcción de viviendas, y plazo de presentación de ofertas a los posibles compradores.
Pues bien, sigue diciendo la STSJ comentada, reiterando lo afirmado en la Sentencia de esta Sala de 10 de abril de 2007 y la Sentencia de la Sección Primera de esta Sala 209/2007, de 2 de febrero, con respecto a determinados acuerdos de la citada sociedad municipal relativos a enajenación de bienes, es aplicable al presente caso, cuando menos la Disposición adicional sexta de la expresada Ley de Contratos para las Administraciones Públicas, pues se trata de un procedimiento licitatorio de carácter público, en que se aplican normas de Derecho administrativo sobre licitación, los principios de publicidad y concurrencia, objeto de fiscalización por la jurisdicción contenciosa. Y ello aunque la actos hayan dimanado de una entidad societaria, que aunque con carácter general sujeta su actuación a normas de Derecho privado, ejercita funciones claramente atribuibles a la entidad municipal de la que depende, cuyo Ayuntamiento-Pleno actúa como Junta general, artículo 92 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales de 1.955, por lo que existen aspectos de Derecho Público en el ámbito orgánico de su actuación, y ello con independencia de los supuestos de fiscalización por la jurisdicción contenciosa de estos entes instrumentales, que junto a la búsqueda de fórmulas gestoras que pretenden la agilidad, pueden conseguir la huida del Derecho Administrativo y sus formas de control. De esta forma, en cuanto que se trata de un procedimiento licitatorio público, materialmente administrativo, atendiendo a que ha de estarse al ámbito objetivo de actuación, mas que al sujeto que la provoca, público o privado, cual dimana del Derecho comunitario europeo, objeto de transposición en la legislación contractual española, tal actuación conceptuada como materialmente administrativa y pública, sujeta a la legislación contractual administrativa, ha de ser objeto de fiscalización por la jurisdicción contenciosa, independientemente de la naturaleza subjetiva, pública o privada del poder adjudicador.
En razón de esas consideraciones, sigue diciendo la STSJ comentada, será posible sostener que la actuación aquí recurrida es materialmente administrativa, ya que se produce por una sociedad instrumental participada únicamente por el Ayuntamiento, presenta unas connotaciones públicas claras y en su elaboración el propio agente productor siguió las pautas normativas contenidas en la legislación administrativa sobre contratación.
Por lo demás, afirma la STJ citada, la STS de 15 de junio de 2009, recaída en el recurso de casación promovido frente a la Sentencia de esta Sala, Sección Segunda, de 30 de septiembre de 2004, dictada en el recurso 447/2002, por la que se anuló el Decreto, de fecha 13 de febrero de 2002 , del Alcalde del Ayuntamiento que resolvió inadmitir la petición del recurrente, de 7 de febrero de 2002, de acceso al expediente de enajenación del suelo, así como la denegación por parte de la sociedad municipal de facilitar el expediente, por ser contrarios al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la Constitución, ordenando a las demandadas a facilitar al recurrente el acceso al expediente completo e información solicitada, declaró que es menester subrayar otro extremo: una sociedad mercantil de capital íntegramente público no puede concebirse al margen del Ayuntamiento que la ha constituido, pues su creación no responde a otra cosa que a la mejor satisfacción de los intereses generales que tiene confiados la corporación local mediante la prestación en régimen de gestión directa de diversos servicios del municipio. Además, el Ayuntamiento la gobierna a través de la Junta General, integrada por el alcalde y todos los concejales, y la controla mediante los instrumentos que la legislación de régimen y de haciendas locales le atribuye. En otras palabras, esta sociedad no es equiparable desde el punto de vista de su posición y de los fines que persigue a una entidad privada cualquiera: es un instrumento creado para la realización de los intereses municipales y, por tanto, subordinado a ellos y a la corporación que los tiene encomendados.
Partiendo de la competencia de la jurisdicción contenciosa, a continuación el TSJ se pronuncia sobre la legitimación del concejal para recurrir. En relación con la misma y reiterando lo afirmado en las SSTC de 3 de abril de 2006 y 173/2004, de 18 de octubre, considera que quien tiene legitimación para recurrir son los concejales, en cuanto personas físicas, y que en el caso concreto ha quedado acreditado que ha recurrido un concejal en su propio nombre y el recurso está relacionado con materias competencia del Ayuntamiento del que forma parte. Por otra parte y siguiendo la doctrina de la STS, Sala Tercera, Sección Séptima, de 1 de diciembre de 2003, resulta indiferente que durante la tramitación del procedimiento contencioso-administrativo perdiera la condición de concejal, como consecuencia de la renovación de la corporación, siempre que en el momento de dictarse los actos impugnados ostentara tal condición, pues de lo contrario sería tanto como vaciar de efectividad el control de legalidad a que la descrita legitimación responde.
III) DOCUMENTACION

Se han aprobado el Decreto 127/2011, de 31 de mayo, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Catálogo de Montes de Utilidad Pública de la provincia de Huesca; y el Decreto 128/2011, de 31 de mayo, del Gobierno de Aragón, por el que se aprueba el Catálogo de Montes de Utilidad Pública de la provincia de Teruel.
Se ha aprobado el Decreto 303/2011, de 13 de septiembre, del Gobierno de Aragón, por el que se acepta la cesión gratuita por mutación demanial, de un solar, acordada por el Ayuntamiento de Zaragoza, para la ubicación de un centro de salud en la calle Marqués de la Cadena (BOA de 20 de septiembre de 2011)
